Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo

Sala   VIII

Expediente Nº 38.508/08


SENTENCIA N     38624                                                 JUZGADO Nº 52 

AUTOS “M.R.C. S C/ B.V.H. S/ DESPIDO”

 


En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los   16
 días del mes de         diciembre                

de 2011, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado, proceden  a votar en el siguiente orden:

EL DOCTOR  LUIS ALBERTO CATARDO DIJO:


I.-.Contra la sentencia de primera instancia, que hizo lugar a la demanda, apelan  ambas partes, sosteniendo sus respectivos recursos a mérito de los escritos de expresión de agravios que lucen a fs. 427/430  (parte actora) y 439/446 (parte demandada). Asimismo, la parte demandada apela todas las regulaciones de honorarios efectuadas en  grado por considerar elevadas aquéllas calculadas al letrado de la contraria y exiguas las propias. El perito contador a su vez apela los honorarios que le fueran regulados por considerarlos escasos.

           Trataré en primer término los  agravios formulados por la parte demandada, por una cuestión de mejor método.

           II.- El despido decidido por la empleadora fue con invocación de causa, por lo que en el caso que nos convoca, el demandado tuvo a su cargo la prueba de que el actor había incurrido en los hechos injuriosos que se le atribuyen y que el despido directo con el que se puso fin al vínculo laboral, ha sido una medida ajustada a derecho. Ello es así en los términos del art. 377 CPCCN y del art. 499 CC.

           Ahora bien, entiendo que para poder dilucidar dicha cuestión, resulta fundamental el análisis de la prueba testifical brindada en la causa sobre todo de aquélla aportada por la accionada, sobre quien recaía la carga probatoria.

     Veamos:

           El testigo FONTANA (fs. 292) nada ha podido aportar acerca del hecho injurioso, señalando además no conocer al actor. El testigo GEDISMAN (fs. 294) en cambio, sostuvo que era encargado del local demandado y que conoce al actor dado que el mismo trabajaba allí. Respecto al hecho que diera origen al despido del actor, señala que “ …ocurrió un domingo, mas no recuerda la fecha exacta… que cuando el dicente estaba cerrando el local, se le acerca el actor y le pide dinero, él se niega y el actor furioso le puso un cuchillo en el cuello y lo obligó a darle $150 y a ir hasta la caja a sacar dinero… que los demás empleados ya se habían retirado… que luego el actor le dio una trompada en el oído… que no sabe si el actor tuvo sanciones o apercibimientos… que no sabe cuáles fueron los motivos del despido del actor…”. El testigo VELAZQUEZ (fs. 338) quien  fuera cliente asiduo de la pizzería, se limitó a señalar que conoce al actor  del barrio y a la demandada porque concurría al local a comer o a pedir comida para llevar. Añadió que el día 16 de junio de 2008, en momentos que concurría a la pizzería demandada a pedir comida, desde la esquina vio que estaban cerrando el local  y que dos personas discutían de espaldas y afirmó que Roberto le pegó un cachetazo y  tres piñas a  Carlos  que era el encargado del local. Finalmente el testigo IBAÑEZ (fs. 340)   refirió que el día 16 de junio de 2008 fue un día normal de trabajo  y que no ocurrió nada.

                 Pues bien,  del análisis de esta prueba concluyo que los testigos ofrecidos por la empleadora son insuficientes para el fin que persiguen, siendo sus declaraciones contradictorias y dado que nada aportan a la dilucidación de la cuestión litigiosa. Ello así, por cuanto FONTANA e IBAÑEZ nada han aportado acerca del hecho en cuestión, mientras que  VELAZQUEZ si bien señaló haber visto a dos personas discutir, sólo  los menciona a través de sus nombres de pila, no pudiendo constatarse  en autos  a quiénes se refería. En cuanto al testigo GEDISMAN, si bien dijo que  el actor lo atacó, refirió no  recordar la fecha en que ello ocurrió y sostuvo que  al momento del hecho, ya todos los empleados se habían retirado. 

                   Por lo antedicho, estimo que la recurrente no ha podido demostrar los hechos por ella vertidos en su  responde respecto al despido, independientemente de que se tome al testigo GEDISMAN como dependiente o no de la empresa accionada, y sin soslayar que esta persona no puede ser calificada propiamente como testigo por no ser un tercero ajeno a las partes, sino el destinatario del presunto ataque que desencadenara el despido del actor.

           En consecuencia, siendo las probanzas aportadas por la demandada,  insuficientes para resistir lo resuelto por el magistrado de grado cuando afirma que no ha quedado acreditado en autos la causal del despido, corresponde  confirmar el decisorio de primera instancia a este respecto.

           Sólo a mayor abundamiento, deseo señalar que de la lectura de las declaraciones producidas en la presente causa, se infiere que el sentenciante ha tenido bien en cuenta los aspectos esenciales y fundamentales de la prueba testifical aportada por las partes.

          III.- Agravia también a la demandada   que el sentenciante de grado haya hecho lugar al pago de horas extras. Cuestiona la aplicación que el magistrado efectuara de la presunción del art. 55 de la LCT. Señala que debió ser el actor quien acreditara haberlas trabajado, hecho éste que no ocurrió en autos. Señala que se ha efectuado una incorrecta valoración de la prueba aportada a la causa, sobre todo de la testimonial brindada por el accionante y fundamentalmente respecto del testigo Alarcón, citado por el magistrado en aval de su postura.

          A mi juicio, asiste razón a la quejosa. Ello dado que, si bien es cierto que de los libros que la accionada ha puesto a disposición del perito contador no surge  cuál era la jornada  laboral normal que cumplía el trabajador –siendo suya esta carga probatoria- no menos cierto  es el hecho de que correspondía al actor demostrar que la jornada por él cumplida excedía la legal, hecho éste que no ha sido acreditado en autos, toda vez que el testigo ALARCON –citado por el magistrado de grado- en su declaración de fs. 337 al referirse al horario cumplido por el Sr. M., señala que  el mismo era “de  martes a domingos de 9 a 21 horas”, siendo ello totalmente distinto a aquél denunciado por el propio accionante en su escrito de inicio (martes a domingos de 12 a 16:30 horas y de 19:30 a 01:30 horas). Y en cuanto al testigo IBAÑEZ (fs.340), tal como lo señala la quejosa en su memorial, si bien confirmaría el  horario denunciado por el accionante en su escrito de inicio, debe tenerse en cuenta  no sólo que dicho testigo ha sido impugnado por la accionada a fs. 302, sino que el mismo tiene juicio pendiente contra  el demandado por idéntico reclamo que el actor (es decir, el pago de horas extras, entre otros).

           Deseo señalar que si bien el hecho de que uno de los deponentes tenga juicio pendiente contra la accionada no lo invalida como tal, genera que las reglas del razonamiento lógico que- como la sana crítica- presiden la evaluación  del material probatorio (art. 386 del CPCCN), impidan  fundar un veredicto  racional sólo en ellos pues, conscientemente o no, tienen un cierto interés en la aceptación de la versión que ofrecen. Esta regla debe ser suavizada  sólo cuando existen otros elementos que conducen a la misma conclusión y que refuerzan los testimonios que, de tal modo, dejan de ser la única fuente de convicción, mas ello no ocurre en este caso puntual.

            Sólo resta agregar que la prueba de la prestación de servicios en horario suplementario debe ser evaluada convincentemente. En la especie, la presunción de art. 55 de la LCT (el demandado exhibió los libros laborales mas no mostró registro alguno que acreditara la jornada laboral normal cumplida por el trabajador) no determina la admisión  de la prestación  ya que este dispositivo no establece una presunción de veracidad de los hechos insertos en la demanda que hubieran debido contar con el respaldo documental, sino una presunción simple, sujeta a la apreciación judicial  de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

           En virtud de todo lo señalado precedentemente, propongo revocar  el fallo de grado sobre este substancial punto y detraer de la liquidación efectuada por el sentenciante de primera instancia la suma de $24.496,59 en concepto de  horas extras y de la incidencia  de las mismas sobre el SAC. 

      IV.- Cuestiona la accionada a su vez que  el juez de grado haya otorgado los salarios caídos por la suspensión de los días 2, 3,4 y 5 de junio de 2008, puesto que la misma fue justificada –según su entender-, teniendo en cuenta los antecedentes del actor, los cuales se encuentran debidamente acreditados con los recibos de sueldo acompañados en la causa, de los que surgen los descuentos que se le efectuaron por tales sanciones. 

      Respecto a este tema, considero que el recurso de la accionada es insuficiente, pues ha omitido – en grado irredimible- analizar  y precisar  la prueba  con la que, según su parecer, se encontrarían acreditados en autos los antecedentes que el actor poseía (reiteradas suspensiones por faltas injustificadas a lo largo de la relación laboral). La quejosa se limita a mencionar la existencia de  ciertos  recibos de sueldo glosados al expediente, de los que surgirían acreditados los descuentos que se le efectuaron  por tales sanciones; mas dicha prueba es inexistente. Ello define la deserción recursiva en los términos del art. 116 de la ley 18.345.

          V.-  Agravia a su vez  a la demandada que el juez “a quo” haya hecho lugar a la multa del art. 2 de la ley 25.323, toda vez que se ha tratado de un despido con causa.         

           Pues bien, a este respecto, dado que ha  quedado acreditado en autos que el despido acaecido lo fue sin causa justificada,  teniendo en cuenta que el actor ha dado cumplimiento a la requisitoria que establece el Art. 2 de la ley 25.323 para su otorgamiento y, toda vez que esta normativa no es aplicable exclusivamente a los despidos directos, denominados así por oposición a la situación prevista en el Art. 246 de la LCT, puesto que no cabe distinguir allí donde la ley no distingue, de lo contrario, se beneficiaría la conducta de un empleador, que provocando y forzando una situación  injusta en perjuicio del trabajador, resultaría económicamente beneficiado por el sólo hecho de que evitó definir la irregular situación  laboral que él mismo generó; advierto en este marco,  que  únicamente correspondería la exoneración de la multa, o bien su reducción, en los casos en que se justificare la conducta del empleador, lo cual deja librada a la apreciación judicial tanto la verosimilitud de la medida rescisoria, como la justificación de la  falta de pago de los créditos indemnizatorios en debido tiempo. En virtud de lo señalado precedentemente, dicho agravio ha de ser rechazado por improcedente.
          VI.-  El reproche relativo a la doble inclusión en la liquidación practicada por el “juez a quo” de la multa del art. 2 de la ley 25.323 es procedente.

          La demandada tiene razón puesto que erróneamente se ha calculado dos veces dicha multa, por lo que deberá detraerse la suma de  $6.254,78 del monto de condena allí calculado.
         VII.- A continuación trataré los agravios formulados por la parte actora.

         En primer lugar se agravia en cuanto al encuadre convencional  resuelto en autos y solicita se revoque lo allí decidido, se aplique el CCT 389/04 y por ende se haga lugar al pago de las diferencias reclamadas en concepto de “complemento de servicio” estipulado en dicha convención.
         Pues bien, a este respecto considero no asiste razón a la quejosa. Ello  por cuanto tal como surge de la prueba testifical ofrecida por ambas partes, la totalidad de los deponentes fueron contestes al señalar que “ el demandado  tiene una pizzería llamada El Jolgorio en la cual laboraba el actor…” (testigos FONTANA, ALARCON, VELAZQUEZ, GEDISMAN, IBAÑEZ, LOZA y CONTRERAS), “ … que en el local se servían pizzas, empanadas, tartas, sándwiches de milanesa y ocasionalmente comidas básicas como pastas o carne al horno…” (testigo VELAZQUEZ), “… que el local no tenía mesas para la atención al público, sino simplemente dos mesitas en las cuales los clientes aguardaban a que la pizza estuviera lista… que el actor repartía pizzas” ( testigos LOZA y CONTRERAS).
          Todo lo referido precedentemente, me forma convicción acerca de que si bien en el local del accionado se vendían tanto pizzas y empanadas como comidas básicas (pastas o carne al horno), su actividad principal la constituía la preparación y /o venta de pizzas, por lo que  considero que el actor se encontraba debidamente  incluido en el CCT 24/88.
        A mayor abundamiento, ha de tenerse  en cuenta lo informado por el Sindicato de Trabajadores, Pasteleros, Pizzeros, Heladeros y Alfajoreros ( surge que el demandado B. a se encuentra inscripto en  sus registros como  empleador en esta entidad desde el 1º de noviembre de 1998 en la especialidad de “pizzería”, encontrándose inscripto el actor como personal declarado por el demandado durante los períodos  enero 2006/ junio de 2008) – informe éste que no ha merecido impugnación alguna-.

         En consecuencia de  todo lo expuesto precedentemente y, toda vez que los términos citados por el recurrente no logran conmover  que la actividad principal del establecimiento fuere la preparación y/o venta de pizza, estimo corresponde confirmar lo resuelto en grado sobre esta cuestión.

         VIII.-   Respecto de la desestimatoria de la multa prevista en el art. 132 bis de la LCT, cuestiona el recurrente la decisión del “a quo” quien considera que la parte actora no desarrolló actividad probatoria a los fines de acreditar los supuestos fácticos de dicho artículo.
        Al respecto diré que las argumentaciones que introduce la quejosa en el memorial recursivo, resultan extemporáneas toda vez que no fueron expuestas en la oportunidad debida, esto es  con anterioridad a la fecha en que las actuaciones pasaron a despacho  para dictar sentencia (fs.417) operando entonces el principio de la preclusión procesal.

        Nótese que el interesado alegó a fs. 412/415 y nada dijo en su relación, habiendo consentido oportunamente la metodología adoptada por el juzgado en el auto de apertura a prueba de fs. 73, el cual le fuera notificado el 8/4/09 y teniendo en cuenta su inacción al no impulsar tal prueba.

         IX.- Consecuentemente con lo hasta aquí expuesto, el capital nominal de condena  es de $19.909,83. 

         X.- Respecto de los honorarios regulados en primera instancia tanto a las partes como al perito contador, estimo  que los mismos  son razonables con relación a la importancia, el mérito y la extensión de las tareas desarrolladas y pautas arancelarias de aplicación (arts. 6, 7 y 19 de la ley 21.839), por lo que sugiero se las confirme.

        XI.- Por las razones expuestas  propongo se  confirme la sentencia apelada en cuanto pronuncia condena y se fije el capital nominal de condena en la suma de $19.909,83. al que accederán los intereses fijados en grado; se confirme lo resuelto en materia de honorarios, bien que referida al nuevo monto con intereses; se deje sin efecto lo resuelto en primera instancia en materia de costas, imponiéndose en ambas instancias, en el orden causado, y se regulen los honorarios de los letrados firmantes de los escritos dirigidos a esta Cámara en el 25% de los que, respectivamente, les fueron regulados en origen (artículos 68 C.P.C.C.N.; 6,º 7º, 14 y 19 de la Ley 21839; y artículo 13 de la Ley 24.432).-

El DOCTOR VICTOR  A. PESINO DIJO:

Que, por compartir sus fundamentos, adhiere al voto que antecede.
 Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE:

1) Confirmar la sentencia de grado en cuanto pronuncia condena y fijar el capital nominal  de condena en  la suma de $19.909,83 al que accederán los intereses fijados en grado.
2) Confirmar las razonables regulaciones de honorarios;

3) Imponer las costas de ambas instancias en el orden causado.

4) Regular los honorarios de los letrados firmantes de los escritos dirigidos a esta Cámara en el 25% de los que, respectivamente, les fueron regulados en origen.

5)  Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvanse.-

      eb
LUIS ALBERTO CATARDO                                           VICTOR A. PESINO

   JUEZ DE CAMARA                                                      JUEZ DE CAMARA

Ante mí:



  ALICIA E. MESERI
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